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DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase 

al oficio No. 10156
31 de agosto, 2007

DCA-2976
Señor

Rafael Ángel Navarro Umaña

Alcalde 

Municipalidad de Coto Brus

Puntarenas

Estimado señor:

Asunto:  Se imprueba contrato establecido entre la Municipalidad de Coto Brus y la empresa Maquinaria y Tractores Ltda., cuyo objeto es la reparación de una niveladora CAT. 120-G (Contratación directa 001-2007). 

Nos referimos a su oficio AM-EXT-118-2007 del 06 de agosto del 2007, mediante el cual solicita la aprobación del contrato establecido entre la Municipalidad de Coto Brus y la empresa Maquinaria y Tractores Ltda., cuyo objeto es la reparación de niveladora CAT. 120-G (Contratación directa 001-2007). 

Una vez realizado el estudio de rigor, devolvemos el documento de mérito sin la aprobación solicitada, con fundamento en las siguientes observaciones:

1) Con el fin de obtener el refrendo solicitado, esa Municipalidad nos remite un expediente administrativo que para nuestra sorpresa carece de varios elementos indispensables señalados en la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento para el correcto desarrollo de los diferentes procesos contractuales allí regulados. Cabe indicar a manera de introducción, une aspecto de  informalidad del expediente aportado, el cual ni siquiera se remitió foliado, regla mínima de presentación que deben cumplir todos los procesos contractuales que realizan las distintas instituciones públicas del país (artículo 11 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa), de la misma forma no se presenta una numeración de la contratación adecuada partiendo de las disposiciones que al respecto se hayan establecido por parte de esta Contraloría o el Ministerio de Hacienda (CompraRed o SIGAF).

2) A partir de lo anterior, diremos que tales errores y otros menores, pueden perfectamente corregirse dentro de una gestión de refrendo ante este Despacho siempre y cuando presenten aquellos requisitos mínimos que denotan un apego de la Administración a las normas establecidas para el ejercicio de la contratación administrativa, sin embargo en el caso en cuestión las carencias de fondo se agravan desde el inicio mismo del proceso. Empecemos señalando que la gestión realizada por esa Municipalidad carece de los requisitos previos del capítulo II del  Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (especialmente lo indicado en los artículos 8 al 12). Así, podemos remarcar la ausencia de una decisión inicial (artículo 8), que comprenda la justificación del negocio, descripción del objeto, si correspondiese los procedimientos de control de calidad que se aplicarán durante la vigencia del contrato, estimación del costo del contrato, en el caso de las licitaciones públicas (por el monto de este contrato coincide con este proceso), se debe acreditar la existencia de estudios que demuestren que los objetivos del proyecto de contratación serán alcanzados con una eficiencia y seguridad razonables, indicación expresa de los recursos humanos y materiales de que dispone o llegará a disponer para verificar la correcta ejecución del objeto del contrato, la designación de un encargado general del contrato cuando la magnitud del negocio o por que el interés público así lo requieren; estos requisitos sacados de una lista taxativa contenida en la norma de referencia, permiten entender las razones de por qué una administración requiere realizar una contratación, sus estudios previos, los métodos a utilizar con sus tiempos de duración y los responsables de llevarlo a cabo, empezando por los encargados técnicos de la unidad administrativa que requiere el bien o servicio (Unidad de Gestión Técnica Vial Municipal por ejemplo), hasta el jerarca de dicha unidad que firma el inicio.

En el caso del contenido presupuestario (artículo 9 del RLCA), se debe demostrar que la administración contratante cuenta con el recurso presupuestado para hacer frente a las obligaciones que contraiga; en el presente caso, aún y cuando se aporta certificación de contenido ésta no indica de cual partida presupuestaria se toman los fondos para realizar la reparación requerida.

3) Una vez que dichos requisitos han sido completados, corresponderá a la Proveeduría Institucional la conducción del proceso respectivo, siendo una de las funciones primarias determinar el tipo de contratación que se debe realizar según la estimación posible del negocio (artículo 10); en el caso concreto, de acuerdo con la cotización de la reparación de la niveladora remitida por la empresa MATRA S. A. y la cláusula tercera del contrato entre las partes el monto total en que se estima el negocio es por la suma de ¢40.685.451,05, monto que de acuerdo con el artículo 27 de la Ley de Contratación Administrativa y la actualización de los límites económicos allí comprendidos mediante Resolución R-CO-7-2007 publicada en la Gaceta No. 43 del 01 de marzo del 2007 corresponde a una Licitación Pública, esto por cuanto para las instituciones cuyo presupuesto autorizado para el período actual, específicamente lo contemplado para respaldar las necesidades es de contratar bienes y servicios no personales se ubican en el estrato h) del citado artículo 27 citado (caso de la Municipalidad de Coto Brus), utilizarán la referida licitación cuando sus contrataciones se estimen en ¢35.500.000,00 o más; en consecuencia salvo que existiese alguna justificación que permitiera realizar un proceso excepcional de contratación permitido por Ley de Contratación Administrativa, se tendría que realizar la licitación publica, proceso que para más ahondamiento es la forma establecida por la Constitución Política para contratar con el Estado.

En este punto encontramos que las partes contratantes establecen hasta el documento de formalización del contrato (saltándose la Administración hasta el análisis de la viabilidad legal y técnica de la oferta), que el fundamento legal para contratar directamente es el artículo 79.1 del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa. Como primer error en este punto, es obligación hacer notar que tal articulado pertenece al derogado Reglamento General de Contratación Administrativa (a partir del 04 de enero del 2007), que establecía cuales actividades por naturaleza y circunstancia no estaban sujetas a concurso público; se puede suponer que por las características del servicio a adquirir (reparación de niveladora) y el adjudicatario (MATRA S: A.), la razón de alegar aquel articulado sea por que es la única empresa que puede cumplir con tal reparación por tener la representación del producto y sus repuestos; sin embargo tal presunción no pasa de ser precisamente una valoración subjetiva y preliminar desprovista de rigurosidad por no contarse con criterios técnicos y legales que justifiquen lo afirmado. Si la adjudicataria es la única empresa en el país capaz de reparar el equipo dañado, esto debe acreditarse fehacientemente en el expediente y además tal característica no le exime a ella ni a la Administración de evaluar la idoneidad de la oferta presentada, toda vez que podemos estar frente a una plica desproporcionada en precio o plazos de entrega ni otorgue garantías mínimas sobre el servicio, mantenimientos preventivos correctivos, stock de repuestos y otros (de hecho en la cotización de la oferente se indica que no se cuenta con todos los repuestos en el país al momento de remitirla a la Municipalidad de Coto Brus). 

Retornando a la justificación legal señalada por las partes en su contrato, siendo que a la fecha de inicio del posible contrato como de la formalización de ésta nos encontramos en el presente año, rigiendo por tanto el nuevo Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa que tiene para casos como el descrito un articulado diferente así como disposiciones ampliadas. De la lectura del artículo 131 inciso a) tenemos que una administración podrá contratar directamente bienes o servicios con oferentes únicos que son los únicos en condiciones de brindar o suministrar lo requerido, siendo la condición de distribuidor autorizado un supuesto comprendido por esta norma; sin embargo tal condición debe estar acreditada, esto para descartar que no existan el medio otras empresas o personas que igualmente pueden realizar el servicio de reparación. 

Reiteramos que, aún y cuando la adjudicataria fuese la única empresa en el mercado que podría reparar  la niveladora de la Administración por contar presumiblemente con un contrato de distribución exclusiva para manejar la marca del equipo que posee la Municipalidad de Coto Brus, ésta última debe igualmente asegurarse de que se cumplan con ciertos mínimos que la protejan de posibles incumplimientos o reclamos excesivos de la adjudicataria, supuesto que puede aplicarse igualmente para la Administración que también tiene el deber de actuar apegada a la legalidad y ser eficiente y eficaz con sus obligaciones, particularmente la de la contratante. Se desprende de la información remitida que ni siquiera se cuenta con una garantía de cumplimiento que permitiese a la citada Institución resarcirse de faltas cometidas por su contraparte sin contar con justificación para ello.

Notamos la falta del Cartel o Pliego de Condiciones que se regulan en el Capítulo V del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativo, cartel que se convierte en el reglamento particular de la contratación a realizar; en dicho pliego, se establecen los fines de la contratación, los requisitos para participar (condiciones de admisibilidad y de evaluación), plazos, pasos para aclarar o adicionar, información técnica, sanciones, etc, es a fin de cuentas el documento en donde la administración se asegura de que su búsqueda por el proveedor de un bien o servicio determinado tendrá un resultado satisfactorio. En este caso se puede pensar en un cartel reducido, valorando las labores a realizar por la adjudicataria según se lee en la cláusula segunda del contrato, pero que igual debe ser producto de las condiciones que de previo estableció la Administración a través de sus unidades técnicas.

4) Respecto a lo que parece equivaler a una oferta de la adjudicataria (partiendo de que no se nos indica siquiera a partir de qué se le solicita el servicio requerido), repetimos que el documento que se consigna en el expediente se debe entender como una cotización de servicio sin que se pueda desprender de ella que sea una oferta formal según lo establecido en la Sección Primera del Capítulo VI del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Partamos de inicio que el documento enviado por la empresa MATRA S. A no esta firmada por el representante legal de la empresa, y las obligaciones que asume lo hace en el documento de formalización contractual, esto es cuando ya se realizó la adjudicación del proceso. No se rinden tampoco garantías de participación o cumplimiento, y se establecen en la cotización condiciones que pueden ser inconvenientes para la Administración (al momento de la oferta no se cuenta con todos los repuestos en el país y no se consigna cuánto se tarda en ello y su costo, no se ha hecho un diagnóstico preliminar por los técnicos de la empresa y el transporte lo asume la institución, con esto asumimos que se debe trasladar el equipo dañado a la sede de la empresa). No se presentan declaraciones juradas de que a la empresa no le afectan prohibiciones, que se encuentra al día en el pago de impuestos nacionales ni de estar al día en el pago de sus obligaciones obrero patronales con la CCSS o que no es patrono.

5) Posterior a la recepción de la cotización, encontramos el acto de adjudicación promulgado por el Concejo Municipal de Coto Brus, autorizando además al Alcalde a firmar el contrato respectivo. De previo no existen recibos de garantía, análisis legal y técnico de la oferta para delimitar admisibilidad de la oferta, posibles subsanaciones y recomendación de adjudicación (Sección segunda del capítulo VI del RLCA); igualmente si estamos frente a una oferta única, sí el monto de aquella es razonable.

Por lo tanto se imprueba  la solicitud de esa Administración, a quien corresponde examinar cuidadosamente lo señalado en este oficio por  la falta de rigurosidad en el análisis del caso remitido, sobre todo por parte de aquellos funcionarios encargados de velar por la certeza jurídica del proceso como lo son la Proveeduría Institucional y la Asesoría Legal, quines además de equivocarse en la aplicación de la normativa vigente de contratación administrativa, no exigieron la aplicación de una serie de requisitos indispensables para la realización de la contratación con buen suceso; las responsabilidades del caso serán producto del análisis que a lo interno de la Institución establezcan las autoridades competentes; de la misma forma se le recuerda a la adjudicataria que no puede alegar desconocimiento de sus obligaciones según lo establece la normativa. 
No obstante esta denegatoria, se indica a esa Administración que este Despacho esta anuente a considerar de nuevo su solicitud una vez que reúna los requisitos mínimos requeridos. 

   Atentamente,

Lic. Allan Ugalde Rojas                                                        Lic. Juan Manuel Delgado Martén

    Gerente Asociado                                                                       Fiscalizador Asociado
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